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Delito: Lesiones Personales Culposas 

Rad. # 660016000058200902050-01

Asunto: Resuelve recurso de apelación interpuesto por la Fiscalía y el Apoderado de las Victimas en contra de fallo absolutorio

Decisión: Confirma fallo opugnado
VISTOS:
Procede la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior de este Distrito Judicial a resolver los sendos recursos de apelación interpuestos por la Fiscalía y el Apoderado de las Victimas en contra de la sentencia absolutoria proferida el veinticinco (25) de Julio del 2.013 por parte del Juzgado 1º  Penal Municipal de esta localidad dentro del proceso adelantado en contra de la señora ROCÍO ESTHER RUIZ HERNÁNDEZ, quien fue acusada por el Ente Fiscal de incurrir en la presunta comisión del delito Lesiones Personales Culposas. 
ANTECEDENTES:
Los hechos que originaron la presente actuación procesal tuvieron su génesis en esta localidad a eso de las 16:40 horas del 11 de Julio del 2.009, cuando por la carrera 4ª se movilizaba el vehículo Chevrolet de placas PFF-065 conducido por la Sra. ROCÍO ESTHER RUÍZ HERNÁNDEZ, el cual hizo un giro hacia la izquierda con la intención de acceder al parqueadero del supermercado “Carrefour”, lo que provocó una colisión con la motocicleta Yamaha de placas SPZ-01, piloteada por el Sr. EDWIN DUQUE SOTO, la cual se desplazaba en el mismo sentido del carril por el que se movilizaba el automotor conducido por la Sra. RUÍZ HERNÁNDEZ.
Como consecuencia de la colisión ocurrida entre los 2 rodantes, el Sr. EDWIN DUQUE SOTO sufrió una serie de graves lesiones en una de sus extremidades inferiores
, razón por la que se le dictaminó una incapacidad médico-legal definitiva de 35 días, con secuelas de deformidad física que afectan el cuerpo y perturbación funcional del órgano de la locomoción, ambas de carácter permanente. 
LA ACTUACIÓN PROCESAL:
1) Luego de haber agotado de manera infructuosa la fase de la conciliación
, la Fiscalía en las calendas del 5 de septiembre del 2.012, ante el Juzgado 2º Penal Municipal de esta localidad con funciones de control de garantías, le imputó cargos a la entonces indiciada ROCÍO ESTHER RUÍZ HERNÁNDEZ por incurrir en la presunta comisión del delito de lesiones personales culposas.

2) Como quiera que la Procesada ROCÍO ESTHER RUÍZ HERNÁNDEZ no se allanó a los cargos que se le endilgaron, la Fiscalía el 20 de Septiembre del 2.012, presentó el escrito de acusación, correspondiéndole el conocimiento de la actuación al Juzgado 1º  Penal Municipal de esta localidad, ante el cual el 5 de diciembre del 2.012 se llevó a cabo la audiencia de formulación de la acusación, en la cual la Fiscalía le enrostró cargos a la Procesada en iguales términos a los establecidos en la formulación de la imputación.

3) La audiencia preparatoria se llevó a cabo el 16 de enero del 2.013, mientras que el juicio oral se celebró en sesiones efectuadas los días 13 y 14 de junio del 2.013. Agotada las fases del juicio se anunció el sentido del fallo, el cual fue de carácter absolutorio. 

4) La sentencia se profirió el 25 de julio del 2.013, en cuya contra se alzaron tanto la Fiscalía como la apoderada de los intereses de las víctimas.

EL FALLO CONFUTADO:
Se trata de la sentencia proferida por parte del Juzgado 1º Penal Municipal de esta localidad el 25 de Julio del 2.013, en la cual se decidió absolver a la Procesada ROCÍO ESTHER RUÍZ HERNÁNDEZ de los cargos por los que fue llamada a juicio por parte de la Fiscalía General de la Nación, los cuales estaban relacionados con incurrir en la presunta comisión del delito de lesiones personales culposas en la integridad física del ciudadano EDWIN DUQUE SOTO.

Los argumentos invocados por la A quo para proferir el fallo absolutorio, se basaron en admitir que en el presente asunto estaba plenamente acreditada la ocurrencia de las lesiones infringidas en la humanidad del ofendido EDWIN DUQUE SOTO, como bien se desprendía del contenido de los informes periciales médico-legales y del testimonio del perito médico RAMÓN ELÍAS SÁNCHEZ, lo cual fue producto de un accidente de tránsito ocurrido entre la motocicleta conducida por el ofendido y el automotor piloteado por la Procesada. 

En lo que tenía que ver con el tópico relacionado sobre a quién le correspondía la responsabilidad por la ocurrencia del accidente de tránsito, la A quo fue de la opinión que la causa eficiente de dicho evento se le debía endilgar al actuar imprudente asumido por la víctima.

Para poder llegar a la anterior conclusión, la A quo hizo un análisis de los siguientes medios de conocimiento:

· El testimonio rendido por JUAN CARLOS LÓPEZ, quien signó un informe del accidente de tránsito y elaboró el correspondiente croquis.  

· El certificado de señalización vial, en el cual se establece que la velocidad máxima era de 60 km/h y que en dicho sector existía una señal que permitía el acceso al supermercado “Carrefour”.
· Las pericias efectuadas por las expertas LUZ ADRIANA FORENSE y LADY JOHANA GARCÍA, de cuyos dichos se desprende que los automotores se movilizaban a baja velocidad, y que la velocidad de la motocicleta estaba comprendida en el rango de los 15 a 18 Km/h.

· Los testimonios rendidos por CAROLINA GIRALDO y EDWIN DUQUE, quienes aseguran que el vehículo conducido por la Procesada efectuó un giro imprevisto sin hacer uso de las correspondientes señalizaciones. 

· Los testimonios absueltos por CESAR MAURICIO GARCÍA y LILIANA RESTREPO, quienes viajaban en el rodante conducido por la Procesada, los cuales aseguran que Ella se detuvo para ingresar al parqueadero del supermercado, accionó las direccionales y al momento de hacer el giro fueron colisionados por la motocicleta.

· Los informes fotográficos en los que se consignan las imágenes de los daños ocasionados a los rodantes.

Con base en las anteriores pruebas, la Jueza de primer nivel llegó a las siguientes conclusiones: 

· No es de recibo la hipótesis formulada por la victima respecto de cómo ocurrió el accidente, ya que si se tiene en cuenta la zona en la cual se presentaron los daños ocasionados por la colisión al rodante conducido por la Procesada: tapa del rin delantero izquierdo, abolladuras en la nave delantera del lado izquierdo, en caso de ser cierto lo del giro intempestivo, seguramente que los daños se hubieran presentado en el lateral derecho.

· No era posible que el automotor estuviese parqueado hacia el lado derecho de la vía pegado al andén, para luego intempestivamente cruzar la vía sobrepasando la línea amarilla continua del lado izquierdo sin preveer la presencia del motociclista.

· El conductor de la motocicleta vulneró las disposiciones del artículo 96 de la Ley 769 de 2.002 que obligaban a las motocicletas a transitar por la derecha, si se tenía en cuenta su versión en la cual afirma que al observar el vehículo parqueado a la derecha de la vía, lo que le impedía la marcha, procedió a tomar el lado izquierdo para rebasarlo y ahí es cuando el vehículo hizo el cruce de manera intempestiva.
· Según las señales viales habidas en el sitio de los hechos, entre las que se encontraban una doble la línea amarilla continua, según las voces del artículo 73 de la Ley 769 de 2.002, ello impedía cualquier maniobra de rebasamiento pero permitía el giro hacia la izquierda. Además como en el sector había un aviso que informaba sobre el acceso al parqueadero del supermercado, tal señalización no prohibía el giro hacia dicho lugar.

Acorde con los anteriores argumentos, la A quo concluyó que el presente asunto se estaba en presencia de una de las hipótesis de culpa exclusiva de la víctima, la cual liberaba de responsabilidad a la Procesada ROCÍO ESTHER RUÍZ HERNÁNDEZ, razón por la que procedió a proferir en su favor el correspondiente fallo absolutorio.
LA APELACIÓN:
1. El recurso de apelación interpuesto por la Fiscalía.

La tesis de la discrepancia propuesta en la alzada interpuesta por la Fiscalía, tiene como fundamento el realizar una serie de críticas a la apreciación que la A quo hizo del acervo probatorio, la que consideró errónea y equivocada porque en su opinión dichas pruebas si lograban demostrar la responsabilidad criminal de la Procesada ROCÍO ESTHER RUÍZ HERNÁNDEZ, como consecuencia del comportamiento imprudente asumido por ella al momento de pretender ingresar a los parqueaderos del supermercado “Carrefour”.
Para demostrar la tesis de su inconformidad, la recurrente acude al testimonio rendido por la víctima, EDWIN DUQUE SOTO, quien asevera que el automotor conducido por la procesada se encontraba estacionado en la vía sin luces estacionarias ni direccionales, y al intentar rebasarlo por el lado izquierdo colisiona con ese vehículo el cual realizó un giro imprevisto por el carril por él que se movilizaba.
Asevera la apelante que todo lo dicho por EDWIN DUQUE SOTO, obtiene eco en las siguientes pruebas: 
· El testimonio absuelto por JUAN CARLOS LÓPEZ, quien es el guarda de transito que atendió el accidente y elaboró el croquis, de cuyos dichos se desprende que la colisión se presentó cuando la acusada hizo el giro.

· El testimonio de CAROLINA GIRALDO, quien fue testigo presencial de los hechos, en atención a que cuando los mismos tuvieron ocurrencia ella transitaba por ese sector. 

· El testimonio de JORGE IVÁN GUEVARA, el cual hizo una exposición sobre el estado en el que quedaron los rodantes como consecuencia de la colisión.

· El testimonio de la perito LUZ ADRIANA TORRES, de cuyos dichos se desprende que los rodantes interactuaron entre ellos como consecuencia del giro efectuado por el automotor conducido por la Procesada. 

· Los testimonios de la defensa, los que ratifican la tesis de la Fiscalía respecto que la Procesada de manera imprudente se detuvo para luego seguir su marcha.

· Las pruebas que demuestran que en la vía existía como señalización una doble línea amarilla, lo cual es indicativo de una prohibición no solo para adelantar sino para efectuar giros, y si bien en caso que la Procesada pudiera hacer ese giro, debía hacerlo de manera cautelosa y con las previsiones del caso.

Según la recurrente, si la A quo hubiera apreciado en debida forma las antes enunciadas pruebas, se habría dado cuenta que la persona que incurrió en el presente asunto en un comportamiento imprudente fue la Procesada ROCÍO ESTHER RUÍZ HERNÁNDEZ, quien se estacionó en la vía sin utilizar ningún tipo de señalización, para luego, sin tomar las precauciones del caso proceder a efectuar un giro hacia la izquierda, lo que a su vez tomó de manera desprevenida al motociclista, el cual colisionó con dicho automotor.
Con base en los anteriores argumentos, la recurrente solicita la revocatoria del fallo confutado, y que en consecuencia se proceda a declarar la responsabilidad penal de la Procesada ROCÍO ESTHER RUÍZ HERNÁNDEZ, acorde con los cargos por los cuales fue llamada a juicio.

2. El recurso de apelación interpuesto por la apoderada de los intereses de las víctimas.
La tesis del disenso propuesta por la apoderada de la víctima, cabalga sobre 2 hipótesis: 1. La incorrecta aplicación de una norma del Código de Tránsito y Transporte que no se encontraba vigente cuando ocurrieron los hechos; 2. Los yerros en los que incurrió la A quo al momento de la apreciación del acervo probatorio, el cual demostraba el comportamiento imprudente de la Procesada ROCÍO ESTHER RUÍZ HERNÁNDEZ. 
En lo que tiene que ver con la primera de las hipótesis propuestas por la recurrente, se tiene que la apelante arguye que la A quo, al aseverar que la víctima no transitaba por el lado derecho de la vía, para de esa forma endilgarle a ella la responsabilidad en el accidente, se fundamentó en las disposiciones del artículo 94 del Código de Tránsito y Transporte, pero expone que dicha norma se encontraba derogada, lo que en su sentir torna en injusta e ilegal la decisión de la Jueza de primer nivel por fundamentarse la misma en supuestos legales que no estaban vigentes.
Para acreditar su tesis, la recurrente expone que las disposiciones del artículo 94 de la ley 769 de 2.002 que regulaban el tránsito de las motocicletas por el lado derecho de las vías, para la época de los hechos había sido subrogada por el artículo 3º de la 1.239 de 2.008, la cual establece que las motocicletas deben transitar ocupando un carril de la vía. 

Lo antes expuesto le hace concluir a la recurrente que la A quo se equivocó cuando pretendió endilgarle a su representado la responsabilidad en el accidente de tránsito por incumplir unas obligaciones: transitar por el lado derecho de la vía, que no se encontraban vigentes al momento de la ocurrencia de los hechos.

De igual forma, alega la recurrente que la A quo no tuvo en cuenta el contenido de la Resolución # 001050 del 5 de mayo de 2.004, con la que se adoptó el manual de señalización vial, que a su vez fue adicionada por la Resolución # 6020 de 2.006, la cual regula todo el tema relacionado con las señales de tránsito, entre las que se encuentra la doble línea continua, la que era la señal que aparecía en el sitio de los hechos. 

Según la apelante, la Procesada no tuvo en cuenta que la señal de la doble línea continua conlleva una prohibición para que los vehículos no la atraviesen ni circulen sobre ella.
Respecto de la 2ª tesis de discrepancia, la apelante asegura que la A quo se equivocó en la apreciación del acervo probatorio, el cual, contrario a las conclusiones de la Jueza de primer nivel, respaldaban la teoría del caso propuesta por la Fiscalía y apalancaban todo lo dicho por el ofendido en su testimonio respecto del comportamiento imprudente en el que incurrió la Procesada ROCÍO ESTHER RUÍZ HERNÁNDEZ en el momento en el que tuvo ocurrencia el accidente, quien elevó los estándares del riesgo permitido. 
Para llegar a la anterior conclusión, la apelante se fundamentó en los siguientes argumentos: 

· Si bien es cierto que en la vía había un anuncio que indicaba el ingreso hacia el parqueadero de un supermercado, ese anuncio no se puede considerar como una señal vial oficial valida avalada por el manual de señalización, en atención a que no ha sido reglamentada ni hace parte de dicho manual.

· Los hechos no pudieron acontecer como lo aseveran los testigos de la Defensa, porque de ser ciertas tales afirmaciones, en caso que la víctima pretendiera llevar a cabo una maniobra de sobrepaso debía venir a una velocidad considerable o de imprimirle mayor velocidad a la motocicleta, lo cual era necesario para poder superar los obstáculos. Además, el motociclista debía transitar en circulación contraria para así adelantar en una zona prohibida.

Es más, en caso de colisionar la motocicleta con un cuerpo en reposo, por simples leyes de la física, el motociclista debió salir eyectado del rodante y caer en el capot del vehículo, el cual debería de presentar daños en dicha zona.

· La A quo no aprecio en debida forma los informes medico legales que describen las lesiones sufridas por la víctima, las cuales en caso de haber sido apreciados en consonancia con lo atestado por el agraviado, demostraban que dichas lesiones son el producto de la trayectoria descrita por la víctima en su narración. 
· Al testimonio rendido en el juicio por parte de la perito LADY JOHANA GARCÍA no se le debió haber dado la relevancia dada en el fallo, en atención a que dicha perito nunca ofreció una explicación respecto de las técnicas utilizadas para la reconstrucción de los hechos; a lo que se debe aunar que todo lo dicho por esa testigo corrobora la tesis propuesta por la Fiscalía. 
· El testimonio absuelto por la perito LUZ ADRIANA FORENSE, del cual se desprende que la colisión tuvo ocurrencia en la parte central de la vía.  
· La A quo se equivoca cuando asevera que los daños que presentaban los vehículos no son consecuentes con la versión de la víctima, lo que en su opinión no es correcto, ya que si se hubiera apreciado lo atestado por el agraviado en concordancia con el testimonio de la experta en física forense, la Jueza de primer nivel se habría dado cuenta que cuando el vehículo hizo el giro no se atravesó totalmente de manera horizontal sobre el carril izquierdo, sino que lo hizo de forma oblicua hacia la izquierda, siendo esas las razones por las que no se presentaron daños en el tercio medio del lado izquierdo de ese rodante.
Fundamentándose en los anteriores argumentos, la recurrente concluye que en el presente asunto la responsabilidad por la ocurrencia del accidente de tránsito solo le correspondería a la Procesada ROCÍO ESTHER RUÍZ HERNÁNDEZ, porque con su comportamiento incrementó el riesgo permitido debido a que: desatendió las señales de tránsito, no respeto la prelación vial, no utilizó las luces estacionarias ni direccionales, invadió el carril por el que se movilizaba el motociclista.
En consecuencia de todo lo argumentado, la apelante solicita la revocatoria del fallo confutado.
PARA RESOLVER SE CONSIDERA:

Competencia:

Como quiera que estamos en presencia de un recurso de apelación que fue interpuesto y sustentado de manera oportuna en contra de una Sentencia proferida por un Juzgado Penal Municipal que hace parte de uno de los Circuitos que integran este Distrito Judicial, esta Sala de Decisión Penal, según las voces del # 1º del artículo 34 C.P.P. sería la competente para resolver la presente Alzada.
De igual forma no se avizoran la ocurrencia de irregularidades que de una u otra forma puedan viciar de nulidad la actuación procesal.
Problema jurídico:

Acorde con los argumentos del disenso esgrimidos por los recurrentes, considera la Sala que ha sido propuesto el siguiente problema jurídico: 
¿La A quo no apreció en debida forma las pruebas practicadas en el juicio oral, las cuales cumplían a cabalidad con los requisitos exigidos por el articulo 381 C.P.P. para poder proferir en contra de la Procesada ROCÍO ESTHER RUÍZ HERNÁNDEZ una sentencia condenatoria acorde con los cargos por los cuales fue llamada a juicio por parte del Ente Acusador? 
Solución:
Para poder ofrecer una solución al caso en estudio, acorde con el acervo probatorio, la Sala tendrá como hechos plenamente acreditados en el proceso los siguientes:

· No existe duda alguna que el 11 de Julio del 2.009, a eso de las 16:40 horas, a la altura de la carrera 4ª, tuvo ocurrencia un accidente de tránsito protagonizado entre el vehículo Chevrolet de placas PFF-065 conducido por la Sra. ROCÍO ESTHER RUÍZ HERNÁNDEZ y la motocicleta Yamaha de placas SPZ-01 piloteada por el Sr. EDWIN DUQUE SOTO. 

· Acorde con el croquis del sitio de los hechos elaborado por el Sr. JUAN CARLOS LÓPEZ, se tiene que ambos vehículos se desplazaban por la carrera 4ª en el mismo sentido de derecha a izquierda.

· Está establecido que como consecuencia de la colisión habida entre los dos rodantes, el Sr. EDWIN DUQUE SOTO resultó con lesiones en su pierna derecha, razón por la que mediante dictamen médico legal del 11 de diciembre de 2.009 se le dictaminó una incapacidad médico-legal definitiva de 35 días, con secuelas de deformidad física que afectan el cuerpo de carácter permanente y perturbación funcional del órgano de la locomoción, ambas también de carácter permanente. 
· Según las fotografías que indican el estado en el que quedaron los vehículos después de la colisión, aunado a lo certificado por JORGE IVÁN GUEVARA LARGO, se tiene que la motocicleta presentaba los siguientes daños: abolladura en el aro de la farola; rayado por derrape en el lado derecho y dobladura en el pedal del freno trasero.

Mientras que el vehículo durante la colisión sufrió un impacto en el lado izquierdo, el cual afectó las siguientes piezas: ralladuras y daños en la tapa del ring delantero izquierdo; abolladuras en el lado izquierdo de la nave delantera en su tercio posterior borde inferior. 
· Según lo atestado por las peritos, LUZ ADRIANA GARZÓN y LADY JOHANNA GARCÍA, quienes en su calidad de expertas en física y cinemática forense, respectivamente fueron llevadas al juicio tanto por la Fiscalía como por la Defensa, no es posible determinar la velocidad en la cual se movilizaban los rodantes al momento de la colisión o interacción, pero ambas expertas coinciden en que los rodantes se movilizaban a poca o a baja velocidad; pero es de agregar que la perito de la defensa, LADY JOHANNA GARCÍA, opinó que por la huella de arrastre la motocicleta debió movilizarse en una velocidad comprendida entre los 15 a los 18 km/h.
· De igual forma las pruebas habidas en el proceso, entre las cuales se encuentran el croquis y el álbum fotográfico, los que fueron elaborados por el testigo JORGE IVÁN GUEVARA, nos enseñan que el accidente tuvo ocurrencia en una vía de dos carriles, la cual en su parte media presentaba como señal de tránsito al piso: la de la doble línea amarilla. Además, en el álbum fotográfico, en las imágenes # 7, 8 y 9, se observa al lado de la vía, más exactamente en el carril contrario por el que se desplazaban los rodantes, una señal informativa con la letra “P” y el símbolo [image: image2.png]


, que anunciaba el acceso al   parqueadero de un supermercado. 

Ahora en lo que corresponde con la señal al piso de la doble línea amarilla, como atinadamente lo alega la apoderada de la víctima en su alzada, el código de tránsito y transporte, Ley 769 de 2.002, no dice nada respecto del significado de esa señal ni la finalidad perseguida por la misma, ya que dicha codificación en su artículo 110 solo hace una clasificación genérica y una definición de las diferentes señales de tránsito, pero es de anotar que en su artículo 115 le delegó tal facultad reglamentaria al Ministerio de Transporte, el cual a su vez lo hizo mediante la Resolución # 1.050 de 2004, en la que se adoptó el manual de señalización vial.

Según el manual de marras
, la señal de la doble línea amarilla, es una señalización horizontal
 en la modalidad conocida como “marcas longitudinales”, las que vendrían siendo “una línea continua sobre la calzada (sic) significa que ningún conductor con su vehículo debe atravesarla ni circular sobre ella, ni cuando la marca separe los dos sentidos de circulación, (sic) circular por la izquierda de ella. Una marca longitudinal constituida por dos líneas continuas tiene el mismo significado……”. 
Lo antes expuesto, nos indicaría que ante la presencia de una línea continua amarilla que divida la vía en varios carriles, o cuando esa continua línea amarrilla es doble, se consagra para los conductores una prohibición de adelantar e igualmente que no se pueda cruzar esas líneas a menos que se vaya a doblar hacia la izquierda cuando sea seguro hacerlo. Pero en cambio, según el manual de marras, cuando la línea es a trazos, en esos eventos si es posible llevar a cabo maniobras de adelantamiento.
A su vez, la letra “P” acompañada del símbolo [image: image3.png]


, es una señal informativa que anuncia o indica la existencia de un lugar autorizado para el parqueo o el estacionamiento de vehículos.
Con base en las anteriores premisas fácticas que están plenamente acreditadas en el proceso, la Sala, acorde con la tesis de las discrepancias propuestas por los recurrentes, procederá a determinar si en efecto la responsabilidad en la ocurrencia de los hechos le corresponde única y exclusivamente a la conducta negligente e imprudente asumida por la Procesada ROCÍO ESTHER RUÍZ HERNÁNDEZ, como bien lo alegan los apelantes, o si por el contrario estamos en presencia de un evento de culpa exclusiva de la víctima EDWIN DUQUE SOTO, lo cual rompería el nexo de causalidad que necesariamente debe existir entre acción y resultado, lo que de esa forma, como bien lo expuso la A quo en el fallo confutado, liberaría de cualquier tipo de responsabilidad a la Acusada.
Como punto de partida la Sala tendrá en cuenta que las lesiones infringidas en la humanidad de EDWIN DUQUE SOTO se produjeron como consecuencia del ejercicio de una actividad peligrosa, como lo es la conducción de un vehículo automotor, por lo que se torna necesario determinar si en el presente asunto tuvo ocurrencia algún tipo de incremento del riesgo jurídicamente permitido, ya sea por parte de la Procesada ROCÍO ESTHER RUÍZ o por parte del motociclista DUQUE SOTO para así determinar a quién se le debía imputar jurídicamente el resultado generado como consecuencia del indebido ejercicio de dicha actividad peligrosa. 
Para poder encontrar una solución al anterior entuerto, se hace necesario anotar que acorde con la estructura dogmática de corte finalista-funcionalista adoptada por el legislador en la expedición del Código Penal vigente -Ley 599 del 2000-, para que una conducta pueda pregonarse como punible debe existir una relación de causalidad entre la acción y el resultado, pero dicha causalidad no solo debe ser de estirpe naturalística, sino que de igual manera debe tener connotaciones jurídicas, razón por la que el artículo 9 del C.P. es categórico en afirmar que “La causalidad por sí sola no basta para la imputación jurídica del resultado”.
Lo antes expuesto nos indicaría que la causalidad es uno de los elementos integrantes del tipo objetivo, por lo que de manera obvia, sin la existencia de ella no se puede estructurar el juicio de adecuación típica. Pero es de anotar que dicha relación de causalidad habida entre la acción típica y el resultado tiene una doble connotación naturalística y jurídica, lo cual tiene como propósito contrarrestar los efectos nocivos de teorías causalistas, vg. La teoría de la condictio sine qua non en aquellos fenómenos delictivos en los cuales se presentaba la concurrencia de varias causas o concausas que de consuno incidieron en el resultado lesivo del ilícito.


Entre las distintas teorías propuestas habidas para ofrecer una explicación de la naturaleza jurídica de la relación de causalidad que debe haber entre acción y resultado, la que mejor aceptación ha tenido es la denominada teoría de la imputación objetiva o imputación jurídica del resultado, la cual ha sido propuesta tanto por la escuela finalista (HANS WELZEL; CLAUS ROXIN) como la funcionalista (GÜNTER JAKOBS), cuyo fin específico se centra en analizar el sentido social de un comportamiento prohibido y establecer si esa prohibición es relevante para el derecho penal.

Acorde con la doctrina especializada, “los elementos de la imputación objetiva son: relación de causalidad en los delitos comisivos; creación de un riesgo jurídicamente desaprobado; y relación de riesgos, es decir que el riesgo permitido creado por el sujeto es el mismo que se concreta en el resultado..….”
.

Al analizar los anteriores elementos en el caso en estudio se tiene que inicialmente estamos en presencia de un delito comisivo: lesiones personales culposas, el cual fue generado como consecuencia de la colisión acaecida entre el vehículo Chevrolet de placas PFF-065 conducido por la Sra. ROCÍO ESTHER RUÍZ HERNÁNDEZ y la motocicleta Yamaha de placas SPZ-01, piloteada por el Sr. EDWIN DUQUE SOTO, lo que a su vez produjo que DUQUE SOTO resultará afectado con unas graves lesiones en una de sus extremidades inferiores.
De igual forma no existe duda alguna que los hechos ocurrieron como consecuencia del ejercicio de una actividad peligrosa como lo es la conducción de vehículos automotores, por lo que para determinar quién de los conductores incurrió en la creación de un riesgo jurídicamente desaprobado, debemos acudir a las teorías del “Riesgo Permitido” y el “Principio de Confianza”
.
En virtud de la teoría del riesgo permitido se parte del supuesto que existen una serie actividades que por su naturaleza y las amenazas que generan ya sea para la comunidad o para la vida o la integridad de quienes hacen parte de la misma, se pueden catalogar como peligrosas, Vg. la conducción de automotores, el manejo de explosivos, la producción de energía eléctrica en las plantas nucleares, las intervenciones quirúrgicas en la medicina, la fumigación con agentes químicos, etc, pero por la utilidad que representan han sido toleradas, permitidas o aceptadas socialmente siempre y cuando se cumplan una serie de requisitos consignados en reglamentos, leyes, códigos de ética, entre otros.
Lo antes expuesto nos estaría indicando que una actividad riesgosa se torna en no permitida o desaprobada en aquellos eventos en los cuales no existe una reglamentación de la misma, o cuando a pesar de existir la misma ha sido desconocida o vulnerada por parte del sujeto agente.
A su vez el principio de confianza parte del supuesto consistente en que en el tráfico social o laboral, cuando una persona se comporta acorde con lo requerido por la norma tiene la expectativa razonable de esperar que los demás miembros de la comunidad también actúen conforme a la misma, por lo que no debe responder por la conducta de aquellos que la han infringido o desconocido. Entonces para que proceda el principio de confianza, que implica no responder por los hechos o acciones de otro, se requiere de la presencia de dos tipos de comportamientos generados dentro de un ámbito de interrelaciones sociales: el efectuado por una persona acorde con los parámetros legales y reglamentarios, y el realizado por otra o u otros que no se encuentra en consonancia con tales parámetros. A dichas conductas se les debe adicionar una especie de ingrediente subjetivo, en virtud del cual quien actúa conforme a los parámetros legales y reglamentarios, tiene derecho a esperar que las demás personas se comporten de igual manera.

En el caso en estudio, acorde con el acervo probatorio, se tiene que el accidente ocurrió en el momento en el que el vehículo Chevrolet de placa PFF 065 hizo un giro para acceder a la zona de parqueo de un supermercado que se encontraba al otro lado de la vía, como bien se desprende de lo atestado por los Sres. CESAR MAURICIO GARCIA y MARTHA LILIANA RESTREPO GUTIERREZ, quienes viajaban en calidad de pasajeros del vehículo conducido por la Procesada. Si a ello le aunamos que en la vía había una señal de tránsito informativa que anunciaba el acceso hacia la aludida zona de parqueo, es válido colegir que cuando la Procesada ROCÍO ESTHER RUÍZ HERNÁNDEZ hizo ese giro, actuó amparada bajo los postulados del principio de confianza, razón por la que tenía la expectativa razonable de esperar que los demás rodantes que se movilizaban por la vía supieran que ella válidamente podía proceder de tal forma, lo que al parecer no fue tenido en cuenta por parte del agraviado EDWIN DUQUE SOTO, en el momento en el que la motocicleta por él conducida colisionó con el vehículo piloteado por la acusada.
De igual forma la Sala no puede pasar por alto que acorde con la propia versión rendida por el ofendido EDWIN DUQUE SOTO, se tiene que los hechos ocurrieron como consecuencia de una fallida maniobra de rebasamiento que el motociclista pretendió efectuar cuando se dio cuenta que el rodante conducido por la Procesada hizo el aludido giro con la finalidad de acceder a una zona de parqueo. Además, si tenemos en cuenta que en la vía como señal vial al piso se encontraba la de la doble línea amarilla continua, la cual, según lo regulado por el Ministerio del Transporte mediante la Resolución # 1.050 de 2004, con la que se adoptó el manual de señalización vial, conlleva la prohibición de rebasar o adelantar, por lo que es válido colegir que quien actuó de manera imprudente y antirreglamentaria en el presente asunto fue el agraviado, lo que implicaría que de su parte hubo un incremento del riesgo jurídicamente permitido.

La Sala no puede pasar por alto que le asiste la razón a lo dicho por la Apoderada de las víctimas en la alzada cuando manifestó que la A quo se equivocó al pretender responsabilizar al agraviado por no movilizarse por el carril derecho de la vía según los preceptos del artículo 94 de la ley 769 de 2.002, porque en efecto dicha norma había sido abrogada por el artículo 3º de la 1.239 de 2.008, la cual establece que las motocicletas deben transitar ocupando un carril de la vía.

Pero a pesar de tener la razón la apelante, ello en nada incide en que por parte de la víctima tuvo ocurrencia un incremento del riesgo jurídicamente permitido al pretender efectuar una maniobra de rebasamiento en una parte de la vía en la cual, acorde con la señalización, no estaba permitida. 
Finalmente, se dice por los recurrentes que la Procesada ROCÍO ESTHER RUÍZ HERNÁNDEZ cuando hizo el giro para ingresar a la zona de parqueo de un supermercado, actuó de manera imprudente, debido a que el mismo no estaba permitido por prohibición que conllevaba la señalización vial de la doble línea amarilla continua, lo cual para la Sala es una verdad a medias, porque si bien es cierto que existía la prohibición de que no se podía cruzar esas líneas, también es cierto que esa prohibición no era absoluta debido a que a pesar de la presencia de la susodicha señalización si se permitía doblar o girar hacia la izquierda cuando sea seguro hacerlo, como bien ocurrió en el presente asunto, porque de las pruebas documentales aducidas al juicio, en especial los croquis y álbumes fotográficos, se tiene que la Procesada hizo un giro hacia la izquierda cuando fue colisionada por la motocicleta, y si a ello le aunamos los testimonios absueltos por CÉSAR MAURICIO GARCIA y MARTHA LILIANA RESTREPO GUTIÉRREZ, quienes aseveran que la acriminada hizo el respectivo pare con las correspondientes señalizaciones, se puede colegir que cuando la Procesada procedió a llevar a cabo la maniobra del giro, lo hizo actuando con la debida prudencia y cautela.  

Ahora bien, se podría decir que con base en el testimonio absuelto por la Sra. CAROLINA GIRALDO ZULUAGA, de quien se dice ser testigo presencial de los hechos, se estaría demostrando la responsabilidad de la Procesada en la ocurrencia de los hechos, en atención a que la Testigo asevera haber presenciado el momento en el que ocurrieron los hechos en el instante en que se desplazaba en una motocicleta hacia Dosquebradas. Expone la testigo que si bien es cierto no vio el instante en que ocurrió el accidente, si pudo percatarse de que: 1) El accidente ocurrió a la entrada del supermercado Carrefour; 2) Se dio cuenta cuando el carro giraba sin direccionales ni estacionarias; 3) El carro estaba parqueado por la parte izquierda de la vía; 4) El motociclista venia por su vía.
Para la Sala lo dicho por la Testigo CAROLINA GIRALDO ZULUAGA es digno de poca credibilidad por las siguientes razones:

· Está acreditado que la testigo sostiene una relación de amistad con el ofendido en atención a que para la fecha de los hechos ambos laboraban en la misma empresa de vigilancia privada, por lo que es muy extraño y hasta un tanto insólito que coincidencialmente una muy buena amiga del procesado transitara por el sitio de los hechos en el momento en el que los mismos acaecieron; si a ellos le aunamos que del contenido de lo atestado por EDWIN DUQUE SOTO, se desprende que él cuando fue entrevistado después de la ocurrencia de los hechos nunca hizo alusión de la Sra. CAROLINA GIRALDO ZULUAGA como testigo presencial de los hechos, para la Sala sería válido colegir que tales coincidencias serían algo que contrariarían los postulados de las leyes de las probabilidades.

· A pesar que la testigo asegura que no se dio cuenta del accidente, vemos que se contradice ella misma cuando en su narración ofrece con lujo de detalles las circunstancias de tiempo, modo y lugar respecto de cómo los hechos acaecieron. 

De lo antes expuesto, la Sala colige que en el presente asunto quien incrementó el riesgo jurídicamente permitido fue el comportamiento imprudente y antirreglamentario asumido por el ofendido EDWIN DUQUE SOTO, el cual, además de desconocer que la Procesada estaba actuando amparada bajo la egida del principio de confianza, pretendió llevar a cabo una maniobra de rebasamiento en una zona de la vía en la que acorde con las señalizaciones viales estaba prohibido efectuar ese tipo de maniobras.  
Tal situación, le permite concluir a la Sala que a la Procesada ROCÍO ESTHER RUÍZ HERNÁNDEZ no se le podía imputar jurídicamente el resultado de lo acontecido, o sea las lesiones infringidas en la integridad física del agraviado EDWIN DUQUE SOTO, por lo que válidamente se podría decir que Él es el único responsable de lo acontecido, situación está que conspiraría en contra del requisito de la relación de riesgos, porque ante la presencia de ese factor: culpa exclusiva de la víctima, se rompería el nexo que debe existir entre el accionar de la procesada y el resultado típico.
En consecuencia, la Colegiatura es de la opinión que la A quo estuvo atinada en la apreciación del acervo probatorio y que no incurrió en los yerros denunciados por los apelantes, los que no pueden ser de recibo, razón por la cual la Sala confirmará la sentencia apelada en todo aquello que fue objeto de impugnación por parte de los recurrentes.
Por el mérito de lo antes expuesto, la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial del Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

Primero: Confirmar en todas sus partes la sentencia proferida por parte del Juzgado 1º Penal Municipal de esta localidad el 25 de Julio del 2.013, en la cual se decidió absolver a la Procesada ROCÍO ESTHER RUÍZ HERNÁNDEZ de los cargos por los que fue llamada a juicio por parte de la Fiscalía General de la Nación, los cuales estaban relacionados con incurrir en la presunta comisión del delito de lesiones personales culposas en la integridad física del ciudadano EDWIN DUQUE SOTO.

Segundo: Contra de la presente decisión, procede el recurso de casación, el cual deberá ser interpuesto y sustentado dentro de los términos de ley.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SÁNZ

Magistrado
� La pierna derecha.


� Según lo consignado en la actuación el 24 de agosto del 2.010 a instancias de la Fiscalía se llevó a cabo una frustrada audiencia de conciliación entre las partes.


� Consulta efectuada a la página web www.mintransporte.gov.co/documentos el 28 de abril de los corrientes.


� La señalización horizontal, corresponde a la aplicación de marcas viales, conformadas por líneas, flechas, símbolos y letras que se pintan sobre el pavimento, bordillos o sardineles y estructuras de las vías de circulación o adyacentes a ellas, así como los objetos que se colocan sobre la superficie de rodadura, con el fin de regular, canalizar el tránsito o indicar la presencia de obstáculos.


� LÓPEZ DÍAZ, CLAUDIA, en “Comentarios a los Códigos de Penal y de Procedimiento Penal, pagina # 94, 1ª Edición. Ediciones Universidad Externado de Colombia. 2.002.


� Las anteriores hacen parte de un ramillete de Teorías y de Principios pregonados por las Escuelas Finalistas y Funcionalistas que propenden determinar cuándo una conducta genera un riesgo que deba ser catalogado como “jurídicamente desaprobado”.
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